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ACUERDO NÚMERO 008/2010

ACUERDO PLENARIO

México, Distrito Federal, a veinticinco de febrero  de dos mil diez.-------
-------------------------C O N S I D E R A N D O:----------------------
---I. Que el artículo 122, Apartado C, BASE PRIMERA, fracción V, inciso f), en relación con el 116, fracción IV, inciso c), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone que el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal y la ley en materia electoral, deben garantizar que las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones y las jurisdiccionales que resuelvan las controversias en la materia, gocen de autonomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones;


---II. Que acorde con las disposiciones constitucionales invocadas, los artículos 128, 130 y 131, del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, así como el diverso 176, párrafo segundo  del Código Electoral de esta entidad, disponen que este Tribunal Electoral es órgano autónomo y máxima autoridad jurisdiccional en esta materia; su organización, competencia y procedimientos para la resolución de los asuntos que son de su conocimiento, los mecanismos para fijar criterios de jurisprudencia obligatorios, así como las relativas para la administración, vigilancia y disciplina en el Tribunal, serán los que determinen dicho Estatuto y las leyes, cuyos servidores estarán sujetos al régimen establecido en materia de responsabilidades;


---III. Que el Código Electoral del Distrito Federal, publicado el diez de enero del dos mil ocho en la Gaceta Oficial de esta entidad, en su artículo 1, párrafos primero y segundo, fracción VI, establece que las disposiciones contenidas en ese cuerpo normativo son de orden público y de observancia general en el territorio de esta entidad, para lo cual, dicho ordenamiento reglamenta las normas de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, relacionadas entre otras cuestiones, con la organización y competencia del Tribunal Electoral del Distrito Federal;-

---IV. Que el artículo 2, párrafos primero y tercero, del Código Electoral antes invocado, dispone que la aplicación de las normas contenidas en dicho ordenamiento corresponde, entre otros órganos, al Tribunal Electoral del Distrito Federal, en su respectivo ámbito de competencia, teniendo la obligación de preservar su estricta observancia y cumplimiento. Asimismo, señala que las autoridades electorales, para el debido cumplimiento de sus funciones, se regirán por los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, objetividad, equidad y publicidad procesal;

---V. Que el artículo 178 del Código Electoral local, establece que este Órgano Jurisdiccional se integra por cinco Magistrados Electorales, uno de los cuales fungirá como su Presidente, los cuales serán electos para ejercer sus funciones para un periodo de ocho años improrrogables y sólo podrán ser privados de sus puestos en términos del Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos;


---VI. Que en este sentido, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, mediante las reformas al Código Electoral local, aprobadas el diez de enero de dos mil ocho, implementó medidas de Control, tanto para el Instituto Electoral como para este Órgano Jurisdiccional, relativas a la conformación e independencia de las Contralorías Generales de estos organismos públicos autónomos, a fin de garantizar que la actuación de las autoridades electorales se sujeten invariablemente a los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, objetividad, equidad y publicidad procesal, agregándose en la práctica, el principio de transparencia mediante una autonomía técnica y de gestión en el actuar  de las referidas Contralorías, a fin de garantizar por una parte, que el desarrollo de las tareas inherentes a la fiscalización y control en la aplicación de los recursos, se haga de manera transparente y, por la otra, asegurar que el desempeño de los Magistrados se apegue exclusivamente a los actos inherentes a la materia electoral, sin que tengan distractores de otra índole en el ejercicio de su función pública. Así, en el Dictamen del nuevo Código Electoral del Distrito Federal, presentado por la Comisión de Asuntos Políticos-Electorales el veinte de noviembre de dos mil siete, ante el Pleno de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, se consideró lo siguiente:--------------------------------------------------------------------------------- 
“…

Otro de los aspectos que representa una imperiosa necesidad para los órganos electorales tanto administrativos como jurisdiccionales, es el lograr la independencia en sus decisiones, para lo cual la transparencia en el manejo de sus recursos en una conditio sine qua non. De esta manera una de las formas de lograr la objetividad dentro de las decisiones y actos que tanto el Instituto Electoral como el Tribunal emiten es con medidas que tiendan de manera clara a apartar del control de los recursos a sus titulares para que mediante esquemas que tengan por objeto cubrir de manera clara la comprobación del manejo de sus recursos, sin que el órgano encargado del control de los mismos tenga dependencia en la estabilidad del cargo a un superior. Es en este sentido que acatando lo establecido por los artículos 41, 116 y 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para el Instituto Electoral se crea un órgano denominado Contraloría General, cuyo titular es designado por mayoría calificada de la Asamblea Legislativa a recomendación de instituciones académicas y dura en el cargo 6 años con posibilidad de reelegirse por una sola ocasión. Para garantizar la independencia en la actuación del Contralor General, éste cuenta con autonomía técnica y de gestión.
Del mismo modo para efectos estructurales, se encuentra adscrito administrativamente a la Presidencia del Consejo General. Con este esquema se garantiza por una parte que el desarrollo de las tareas inherentes a la fiscalización y control en la aplicación de los recursos se haga de manera transparente y sin presiones de ningún tipo y, por la otra, se asegura que el desempeño de los Consejeros Electorales se apegará exclusivamente a los actos inherentes a la materia electoral sin que tengan distractores de otra índole en el ejercicio de su función pública, con lo cual se fortalece la independencia e imparcialidad del órgano electoral. En este mismo sentido se establece el mismo esquema y con las mismas finalidades para el Tribunal Electoral del Distrito Federal, fortaleciendo no solamente la función administrativo electoral, sino además el aspecto de la impartición de justicia en el ámbito electoral, pilar éste en todo sistema  de praxis democrática…”.
 ​---VII. Que con fundamento en el artículo 191 del Código Electoral del Distrito Federal, este Tribunal Electoral local cuenta con una Contraloría General, con autonomía técnica y de gestión, para instruir los procedimientos y, en su caso, aplicar las sanciones establecidas en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos;


---VIII. Que en este sentido, cobra relevancia la atribución que la Contraloría General tiene previstas en el inciso h) del artículo 193 del Código de la materia, relativa a instrumentar los procedimientos relacionados con las responsabilidades administrativas en que incurran los servidores del Tribunal, en términos de los procedimientos de responsabilidad administrativa e imposición de las sanciones previstas en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos;


---IX. Que en el mismo orden de ideas, se deben destacar las atribuciones que el Contralor General tiene conferidas en las fracciones XI a XIII del artículo 50, del Reglamento Interior de este Tribunal, relativas a coordinar y vigilar la atención a las quejas y denuncias que se formulen en materia de responsabilidades administrativas, así como la sustanciación de los procedimientos de responsabilidad administrativa que se lleven a cabo en términos de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos y su legislación supletoria;-----------------------------------------------------------------

---X. Que para efectos de lo referido en el Considerando anterior,  en términos de lo establecido en el artículo 198, párrafos sexto y décimo del Código Electoral del Distrito Federal, los Magistrados y servidores del Tribunal Electoral del Distrito Federal son considerados de confianza y quedan sujetos al régimen laboral especial de los Trabajadores al Servicio de los Organismos Electorales, de conformidad con lo establecido en la fracción XIV del Apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; a las disposiciones particulares del Reglamento Interior del propio Tribunal y al régimen de Responsabilidades establecido en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; 

---XI. Que con fecha dieciocho de febrero de dos mil diez, la Contraloría General de este Órgano Jurisdiccional en ejercicio de sus atribuciones, resolvió en definitiva los autos del citado expediente TEDF-CG-R.A./02/2010, en términos de los puntos resolutivos que se transcriben a continuación:----------------------------------------------------------
“…

PRIMERO.- La Contraloría General del Tribunal Electoral del Distrito Federal, es competente para conocer y resolver el presente asunto por la naturaleza de los hechos mencionados en el mismo, de conformidad con lo señalado en los Considerandos de la presente resolución.
SEGUNDO.- En mérito de lo señalado en los Considerandos CUARTO, QUINTO, SEXTO de la presente resolución, y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 64 fracción II, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, esta Contraloría General determina que el doctor Miguel Covián Andrade, es administrativamente responsable por contravenir con su conducta lo dispuesto por el artículo 180, fracción II del Código Electoral del Distrito Federal; las fracciones I, XIX y XXII del artículo 47, 79, 80 del ordenamiento legal anteriormente invocado. Por tal razón, de conformidad con lo preceptuado por los artículos 14, 16, 108, 109, fracción III y 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 51, 53, fracción IV, 56, fracción II y 75 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, le impone como sanción administrativa al doctor Miguel Covián Andrade la DESTITUCIÓN del cargo de Magistrado que venía desempeñando en el Tribunal Electoral del Distrito Federal, sanción que deberá ser ejecutada por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, de conformidad con el procedimiento atinente; razón por la cual, para efecto de lo dispuesto por el artículo 178 del Código Electoral del Distrito Federal, deberá hacerle del conocimiento del Órgano Legislativo el contenido de la presente resolución, anexándole copia autorizada de la misma, lo anterior, en términos de lo dispuesto por los artículos 56, fracción II, 60 y 75 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos.
De la misma manera, con fundamento en los artículos 51, 53, fracción VI, 56, fracción V y 75 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, le impone al doctor Miguel Covián Andrade como sanción administrativa una INHABILITACIÓN temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público, por un periodo de TRES AÑOS; sanción que para efectos de su ejecución, se llevará a cabo al momento de notificar la presente resolución al citado servidor público, y comenzará (sic) computarse una vez que surta sus efectos dicha notificación, lo anterior, en términos de lo dispuesto por los artículos 53, fracción VI y 56, fracción V de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos.

TERCERO.- Notifíquese la presente Resolución al doctor Miguel Covián Andrade, en términos de lo dispuesto por el artículo 64 fracción II y 75 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos.
CUARTO.- En vía de notificación, hágase del conocimiento de la presente resolución tanto al Presidente como al Pleno del Tribunal Electoral del Distrito Federal, en términos  de lo dispuesto por los artículos 53, fracción VI primer párrafo y 64, fracción II, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos.
QUINTO.- Con copia autorizada de la presente resolución dése vista a la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal para que lleve a cabo las investigaciones correspondientes en virtud de que de los hechos se desprende la posible comisión de conductas ilícitas tipificadas y sancionadas por el Código Penal para el Distrito Federal.

SÉXTO.- Inscríbase en el Libro de Registro de Servidores Públicos Sancionados por esta Contraloría General, una vez que la presente resolución haya causado ejecutoria, y en su oportunidad infórmese de la sanción impuesta a la Contraloría General del Distrito Federal, a efecto de que se inscriba en el Registro de Servidores Públicos.
SÉPTIMO.- En su oportunidad, archívese el presente asunto como total y definitivamente concluido.
…”
---XII. Que de conformidad con lo establecido en los artículos 193, inciso h) del Código Electoral del Distrito Federal y 50, fracción XIII del Reglamento Interior del Tribunal Electoral del Distrito Federal, el Contralor General, al emitir resolución derivada de los procedimientos de responsabilidad administrativa instaurados en contra de los servidores del referido Órgano Jurisdiccional, deberá informar al Pleno el sentido de ésta, dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación. En este contexto, mediante oficio TEDF-CG/113/2010 de diecinueve de febrero del presente año, el Contralor General, Actuario Roberto Cánovas Theriot, informó al Magistrado Presidente de este Órgano  Jurisdiccional que había dictado resolución en el expediente de responsabilidad administrativa TEDF-CG-R.A./02/2010, anexando copia autorizada de la misma, cuyos puntos resolutivos fueron transcritos con antelación;----------------------------------------------------------- 
---XIII. Que la resolución en comento, fue notificada a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, mediante oficio de dieciocho de febrero del año en curso, signado por el Contralor General de esta Institución, Actuario Roberto Cánovas Theriot, y dirigido a la Diputada Alejandra Barrales Magdaleno, Presidenta de la Comisión de Gobierno del citado órgano legislativo local, para los efectos precisados en el transcrito resolutivo SEGUNDO de la multicitada resolución;-------------------------------------------------------------------------------
---XIV. Que dentro del orden del día de la reunión privada de Pleno de veintitrés de febrero de dos mil diez, se listó el asunto referente al oficio TEDF-CG/113/2010 de diecinueve de febrero del año en curso, signado por el Contralor General de esta Institución, Actuario Roberto Cánovas Theriot, difiriéndose su atención para posterior reunión privada, autorizando al Magistrado Presidente convocarlos en su oportunidad para tal efecto;---------------------------------------------------------
---XV. Que la resolución de la Contraloría General indicada en los Considerandos precedentes a la fecha ya fue notificada al interesado, en términos de la notificación personal practicada por el Actuario adscrito a este Tribunal, el dieciocho de febrero del año en curso;------ 
---XVI. Que mediante oficio CDG-Z-278/10 de veinticinco de febrero de dos mil diez, signado por la Presidenta de la Comisión de Gobierno de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, Diputada Alejandra Barrales Magdaleno, se hizo del conocimiento del Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri, la determinación asumida por dicha Instancia Legislativa local, en la que se dio por notificada de la resolución de la Contraloría General de esta Institución, dictada en el expediente de responsabilidad administrativa TEDF-CG-R.A./02/2010, por la que se destituye e inhabilita del cargo al otrora Magistrado Miguel Covián Andrade;------------------------------------------------------------ 
---XVII. Que los Magistrados integrantes del Pleno de este Tribunal Electoral del Distrito Federal, presentes en la reunión privada de esta fecha, con fundamento en los artículos 181 y 182, fracción III, incisos  c) y o) del Código Electoral del Distrito Federal, se imponen del contenido y de las consecuencias jurídicas de la resolución de dieciocho de febrero de este año, recaída al expediente de responsabilidad administrativa TEDF-CG-R.A./02/2010, emitida por el Contralor General de este Órgano Jurisdiccional Actuario Roberto Cánovas Theriot, mediante la cual se destituye e inhabilita al ciudadano Miguel Covián Andrade, para ejercer el cargo de Magistrado Electoral del Tribunal Electoral del Distrito Federal. Lo anterior, en términos del resolutivo SEGUNDO transcrito con antelación. En el mismo sentido, se hacen sabedores del contenido del oficio CDG-Z-278/10, de veinticinco de febrero del presente año, signado por la Presidenta de la Comisión de Gobierno de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, Diputada Alejandra Barrales Magdaleno, por el cual se dio por notificada de la resolución de la Contraloría General de esta Institución, dictada en el expediente de responsabilidad administrativa TEDF-CG-R.A./02/2010, por la que se destituye e inhabilita del cargo al otrora Magistrado Miguel Covián Andrade.----------------------------------------------------------------------------------

En consecuencia, el Pleno instruye al Secretario General a fin de que de inmediato realice las acciones que en el marco de sus atribuciones se deban llevar a cabo para la entrega-recepción que el ciudadano Miguel Covián Andrade deberá efectuar, respecto de todos los asuntos de carácter jurisdiccional que tenga turnados para sustanciación y correspondiente elaboración del proyecto de resolución, lo cual deberá informar al Magistrado Presidente para efectuar los returnos que correspondan. Por otra parte, el Pleno instruye al Magistrado Presidente para que el Secretario Administrativo, en ejercicio de las atribuciones que tiene conferidas, de inmediato lleve a cabo todas las acciones necesarias encaminadas a garantizar y salvaguardar los recursos materiales, financieros y humanos que hubieren estado asignados al otrora Magistrado Electoral Miguel Covián Andrade y su Ponencia.-----------------------------
Por lo antes expuesto y fundamentado, el Pleno emite el siguiente


---------------------------------A C U E R D O:----------------------------

PRIMERO.- El Pleno de este Tribunal Electoral del Distrito Federal, se impone del contenido y de las consecuencias jurídicas de la resolución de dieciocho de febrero de este año, recaída al expediente de responsabilidad administrativa TEDF-CG-R.A./02/2010, emitida por el Contralor General de este Órgano Jurisdiccional Actuario Roberto Cánovas Theriot, mediante la cual se destituye e inhabilita al ciudadano Miguel Covián Andrade, para ejercer el cargo de Magistrado Electoral del Tribunal Electoral del Distrito Federal.---------------------------------------- 
SEGUNDO.- El Pleno de este Tribunal Electoral del Distrito Federal, se impone del contenido del oficio CDG-Z-278/10, de veinticinco de febrero del presente año, signado por la Presidenta de la Comisión de Gobierno de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, Diputada Alejandra Barrales Magdaleno, por el cual se dio por notificada de la resolución de la Contraloría General de esta Institución,  dictada en el expediente de responsabilidad administrativa TEDF-CG-R.A./02/2010, por la que se destituye e inhabilita del cargo al otrora Magistrado Miguel Covián Andrade.------------------------------------------------------------
TERCERO.- El Pleno instruye al Secretario General a fin de que de inmediato realice las acciones que en el marco de sus atribuciones se deban llevar a cabo para la entrega-recepción que el ciudadano Miguel Covián Andrade deberá efectuar, respecto de todos los asuntos de carácter jurisdiccional que tenga turnados para sustanciación y correspondiente elaboración del proyecto de resolución, lo cual deberá informar al Magistrado Presidente para efectuar los returnos que correspondan.-------------------------------------------------------------------------

CUARTO.- El Pleno instruye al Magistrado Presidente para que el Secretario Administrativo, en ejercicio de las atribuciones que tiene conferidas, de inmediato lleve a cabo todas las acciones necesarias encaminadas a garantizar y salvaguardar los recursos materiales, financieros y humanos que hubieren estado asignados al otrora  Magistrado Electoral Miguel Covián Andrade y su Ponencia.-------------------------------------------------------------------------
QUINTO.- El Pleno del Tribunal Electoral del Distrito Federal determina que el personal adscrito a la Ponencia del otrora Magistrado Electoral Miguel Covián Andrade, quedará a disposición de la Secretaría Administrativa, hasta en tanto se defina su situación jurídica.------------------------------------------------------ 
SEXTO.- Dése vista a la Contraloría General del Tribunal Electoral del Distrito Federal, con copia certificada de este Acuerdo, respecto de la determinación asumida por este Órgano Colegiado, para designar representantes del área a su cargo a fin de estar presentes en los actos de entrega-recepción aludidos y para los demás  fines a que haya lugar.--------------------------------------
Así, por unanimidad de cuatro votos a favor, lo acordaron y firman los Magistrados integrantes del Pleno del Tribunal Electoral del Distrito Federal, Alejandro Delint García, Armando I. Maitret Hernández, Adolfo Riva Palacio Neri, Presidente y Darío Velasco Gutiérrez; con el voto particular concurrente del Magistrado enunciado en último término, el cual corre agregado al cuerpo del presente proveído como parte integrante del mismo; lo anterior, ante el Secretario General, que autoriza y da fe.

INICIA VOTO PARTICULAR CONCURRENTE QUE FORMULA EL MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ, EN RELACIÓN CON LA DETERMINACIÓN ADOPTADA POR LOS INTEGRANTES DEL PLENO.

Si bien comparto los puntos resolutivos del presente Acuerdo, estimo que la parte considerativa debió atender lo siguiente: 
La destitución, es “La separación de una persona del cargo que desempeña como corrección o castigo”
. La destitución es una sanción por la comisión de alguna infracción administrativa, previo procedimiento seguido en contra de quien ha sido sancionado, de tal manera que se trata de una consecuencia impuesta por el Estado.

Establecido lo anterior, y dado que en el caso se trata de una destitución, le corresponde al superior jerárquico ejecutar la resolución emitida por la Contraloría, de conformidad con lo señalado en el artículo 56, fracción III de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, sin algún procedimiento especial, pues no se trata de un trabajador de base.

Ahora bien, de conformidad con los artículos 131 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, 178, penúltimo párrafo y 198, último párrafo del Código de la materia, los integrantes del Tribunal, incluidos los Magistrados, están sujetos, en materia de responsabilidades de los servidores públicos, a lo dispuesto “en la ley de la materia”, en el caso, a la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; ordenamiento, que en su artículo 53, fracciones IV y VI prevé las sanciones de destitución del puesto e inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público.

Los numerales 56 y 75 señalan la forma para llevar a cabo la aplicación de éstas y otras sanciones. Tratándose de la destitución, el 56 prevé dos hipótesis: 1) que se “demandará” por el superior jerárquico de acuerdo con los procedimientos consecuentes con la naturaleza de la relación y en los términos de las leyes respectivas (56 fracción II); y 2) que tratándose de trabajadores de confianza, su destitución surtirá efectos al notificársele la resolución por el superior jerárquico (56, fracción III). 

Un análisis conjunto de las fracciones II y III del artículo 56 en relación con el 75, permite concluir que la primera hipótesis aplica tratándose de servidores públicos de base; en tanto que la segunda rige tratándose de trabajadores de confianza; supuesto en el cual su destitución surtirá efectos al notificársele la resolución por el superior jerárquico. 

Por ello, los Tribunales de la Federación han sostenido que cuando se trate de ejecutar la sanción de destitución, en principio, debe discernirse si se trata de un trabajador de base o de confianza, pues en el primer caso, la destitución deberá realizarse conforme a la legislación laboral (demandando la rescisión de la relación laboral); y en el segundo, deberá ejecutarse de inmediato por el superior jerárquico y surtirá efectos desde la notificación. Así se pronuncia la tesis de rubro “TRABAJADORES DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. PARA EJECUTAR LA DESTITUCIÓN DECRETADA EN UN PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD SEGUIDO CONFORME A LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, VIGENTE EN EL ÁMBITO FEDERAL HASTA EL 13 DE MARZO DE 2002, DEBE DISCERNIRSE SI SE TRATA DE UN EMPLEADO DE BASE O DE CONFIANZA.” 

En el caso, de conformidad con el artículo 198, párrafo sexto del Código Electoral del Distrito Federal, así como atendiendo al nivel jerárquico y funciones del Magistrado sancionado, es innegable que se está en presencia de un trabajador de confianza, motivo por el cual, observando lo dispuesto en la ley de la materia, para la ejecución de la sanción de destitución impuesta por la Contraloría General, el órgano facultado es el “superior jerárquico”.

Lo anterior, se ve robustecido con la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro: “RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DE CONFIANZA. LA FACULTAD PARA IMPONER LAS SANCIONES RESPECTIVAS TRATÁNDOSE DEL PROCEDIMIENTO PREVISTO EN LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 56 DE LA LEY RELATIVA, CORRESPONDE AL TITULAR DEL ÓRGANO DE CONTROL INTERNO Y SU EJECUCIÓN AL SUPERIOR JERÁRQUICO”.

La propia Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos en su artículo 48, determina quién tiene el carácter de “superior jerárquico” para los efectos de este ordenamiento al señalar: “se entenderá por superior jerárquico al titular de la dependencia…el cual aplicará las sanciones cuya imposición se le atribuya a través de la contraloría interna…”.

En el caso del Tribunal Electoral del Distrito Federal, el artículo 178, párrafo primero del Código de la materia, determina con claridad que es un órgano autónomo que funciona en forma permanente en Pleno, integrado por cinco Magistrados, de los cuales uno fungirá como su Presidente, quien en términos del artículo 187, inciso a) es el representante legal del organismo.

El citado precepto 178, párrafo primero del Código en relación con el 48 de la Ley de Responsabilidades, conducen a concluir que para los efectos de la ejecución de las sanciones administrativas impuestas a un Magistrado, el “superior jerárquico” es el Pleno, representado por su Presidente.

El carácter de “superior jerárquico” que tiene el Pleno respecto de un Magistrado, no sólo deriva de lo dispuesto en los numerales citados, sino también de las facultades jurisdiccionales y administrativas que tiene conferidas en el artículo 182 del Código, como son las relativas de analizar y en su caso aprobar los proyectos de resolución que elabora cada uno de los Magistrados; elegir de entre uno de ellos al Presidente; calificar y resolver las excusas que presenten los Magistrados; así como tramitar las renuncias y otorgar las licencias de éstos. 

Así se reconoce en el propio resolutivo Cuarto de la resolución emitida por el Contralor General del este Tribunal en el expediente TEDF-CG-R.A./02/2010, cuando ordena notificar al Presidente y al Pleno “en términos de lo dispuesto por los artículos 53, fracción VI, primer párrafo y 64, fracción II de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos”; numerales según los cuales, una vez dictada la resolución “se notificará…al interesado…, a su jefe inmediato, al representante designado por la dependencia y al superior jerárquico”.

Por ello, me parece incongruente que para efectos de la ejecución de la inhabilitación, se reconozca como “superior jerárquico” del Magistrado sancionado al Pleno y en el caso de la destitución, a la Asamblea Legislativa local; máxime que el Pleno estaría impedido, por cuestión lógica, para ejecutar la inhabilitación si previamente no se ha destituido al servidor público del cargo, pues sólo con ello se deja sin efectos su nombramiento, impidiendo el ejercicio de sus facultades y atribuciones.

Aunado a ello, la inhabilitación es la máxima sanción prevista en el artículo 53 de la ley de responsabilidades, lo que corrobora que si al Pleno compete su aplicación como lo ordenó el Contralor General, con mayor razón competería a este órgano ejecutar la destitución.

No pasa inadvertido que en el resolutivo Segundo de la resolución en comento, se ordena notificar a la Asamblea para que ejecute la sanción de destitución, “de conformidad con el artículo 178 del Código”; sin embargo, dicho numeral contiene diversas hipótesis sin que alguna de ellas confiera facultad expresa al órgano legislativo para ejecutar la sanción administrativa de destitución.

Es cierto que en su penúltimo párrafo, dicho numeral hace referencia a que los Magistrados podrán “ser privados de su puesto”; sin embargo, supedita tal situación a que ello se determine en términos del Título Cuarto de la Constitución Federal y de la propia Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; ordenamiento que, como se dijo, en sus numerales 48 y 56, fracción III, determina con claridad que la destitución de un servidor público de confianza se aplicará por el superior jerárquico, teniendo tal carácter el titular de la dependencia, esto es, el Pleno del Tribunal. 

También es cierto que de conformidad con el artículo 178 del Código Electoral local, los Magistrados Electorales son electos por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal,  a propuesta que realice el Tribunal Superior de Justicia de la entidad; y que en términos del numeral 198, párrafo último, también ese órgano legislativo, mediante una mayoría calificada, está facultado para determinar su remoción “de acuerdo a las causas que señalen las leyes”; sin embargo, de ello no se sigue que ese órgano adquiera el carácter de “superior jerárquico” para ejecutar la sanción administrativa de destitución de los Magistrados.

Esto es así, ya que la destitución y la remoción son figuras jurídicas distintas que por lo mismo, obedecen a causas y procedimientos diferentes. Para la remoción, entendida como una decisión (sanción) política para ciertos funcionarios públicos (de alta jerarquía), se encuentran dispuestos causas y un procedimiento en la Ley que establece el procedimiento de remoción de los servidores públicos que designa la Asamblea Legislativa del Distrito Federal y de los titulares de los órganos políticos administrativos del Distrito Federal, publicada en la Gaceta Oficial de esta entidad el 21 de enero de 2008; en tanto que la destitución, es una sanción de tipo administrativo aplicable a todos los servidores públicos (sin importar su rango), cuyos supuestos y procedimiento se hallan contenidos en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos.

No entenderlo así, implicaría admitir que el órgano legislativo que designa a un alto funcionario, verbigracia, un Ministro de la Corte, Procurador de la República o Gobernador del Banco de México, es el “superior jerárquico” de dicho funcionario, lo que evidentemente es inadmisible; y si bien el órgano legislativo participa en el proceso de designación o ratificación, ello obedece a una razón distinta, a saber, asegurar las máximas garantías de imparcialidad e independencia de esos funcionarios, lo que casi ha erradicado los sistemas de designación directa y auspiciado procesos de nombramiento en el que participan diversos órganos o poderes, en el caso de los Magistrados de este órgano autónomo, el Tribunal Superior de Justicia y la Asamblea Legislativa, ambos del Distrito Federal.

CONCLUYE VOTO PARTICULAR CONCURRENTE QUE FORMULA EL MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ, EN RELACIÓN CON LA DETERMINACIÓN ADOPTADA POR LOS INTEGRANTES DEL PLENO.

__________________________

ADOLFO RIVA PALACIO NERI

Magistrado Presidente

	_______________________________

ALEJANDRO DELINT GARCIA 
Magistrado
	_______________________________

ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ 
Magistrado 

	_______________________________

DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ

Magistrado


	DOY FE
________________________________

GREGORIO GALVÁN RIVERA 

Secretario General



� Nuevo Diccionario Jurídico Mexicano, tomo D-H; editoriales Porrúa y UNAM, México, D.F., voz “DESTITUCIÓN DE FUINCIONARIOS”, P. 1327; también en Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas, Sociales y de Economía, Dirección Víctor de Santo, Editorial Universidad S.R.L., Segunda edición reestructurada y aumentada, Buenos Aires, Argentina, 1999, página 381, se indica como Destituir. “Privar a alguien de alguna cosa. Separar a alguien de su cargo como corrección o castigo.”
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